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LA POLÍTICA COMÚN DE TRANSPORTE FERROVIARIO

Fernando José Cascales Moreno

La política común de transportes, en relación con el ferrocarril, encuentra su base a nivel
constitucional en el seno de la UE, en el Título IV del Tratado de Roma, plenamente aplicable a este
modo por imperativo de lo dispuesto en el art. 84.1 del mismo, en una concepción de esta política
intrínsecamente conexionada con el transporte por carretera, ya que ambos modos, con independencia
del transporte por vía navegable, son los únicos que, desde la creación de la Comunidad, fueron
contemplados con la especificidad que supone la obligatoriedad del establecimiento para ellos de una
ordenación común, ya que la navegación por vía aérea y marítima no constituyeron elementos de la
política común de transportes sino hasta el Acta Única Europea, extremo confirmado después por el
Tratado de Mastricht.

Y es precisamente esta nota de interrelación del ferrocarril con el transporte por carretera, lo
que ha marcado históricamente en el proceso de ordenación seguido en la UE gran parte de los
condicionantes y del propio ritmo en la implantación de las respectivas políticas comunes para estos
sectores, por razones evidentes de competencia entre los mismos, lo que también puede afirmarse con
referencia a similares procesos seguidos en el ámbito interno de los Estados, como es el caso de España
que hasta la promulgación de la Ley de Ordenación de los Transportes Terrestres, de 30 de julio de
1987, concibió al transporte por carretera como subsidiario o complementario del ferrocarril (derecho
de tanteo y canon de coincidencia), en una concepción del transporte ferroviario absolutamente -
proteccionista.

Ahora bien, no puede omitirse que toda política común, en definitiva, lo que supone es el
establecimiento de reglas especiales frente a los principios generales del Tratado, y, en especial, sobre
la libre prestación de servicios y criterios de competencia (Titulo V del Tratado), esto es, de una
normativa, en suma, de menor carácter o contenido liberalizador, o al menos, revestida de excepciones
y limitaciones a tales principios.  En este orden de cuestiones, resulta palmario que, si uno de los
principales fundamentos de toda normativa especial o común estriba en la necesidad, por razones de
orden fundamentalmente económico, de exclusión para el sector de que se trate, de la aplicación directa
de dichas reglas constitucionales sobre la libre prestación de servicios y sobre la competencia, ello se hace
aún más patente con referencia al transporte ferroviario, lo que se constata del simple estudio del proceso
histórico de elaboración para este modo de una política común.

Resultaría demasiado extenso incluso resumir el proceso histórico de esta política de ordenación
común, en el ámbito ferroviario, marcado por una enorme lentitud, originada, además de por los motivos
de interrelación con otros sectores anteriormente indicados, (que marcaron una concepción de primacía
del ferrocarril sobre el transporte por carretera, que perduró hasta 1991), por los problemas intrínsecos
de las empresas operadoras en su casi totalidad de carácter estatal en situación de explotación de los
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servicios en régimen de monopolio, que tradicionalmente han venido soportando significativos déficits,
en un entorno de ayudas o subvenciones incluso generalizadas, y todo ello unido a la importancia de este
modo de transportes en tanto que servicio público "stricto sensu”,  con rasgos eminentemente sociales
y de carácter estratégico, con especial incidencia en la ordenación del territorio.  Resulta evidente,  que
una política decididamente liberalizadora, podría haber agravado tales situaciones de déficit, con el
consiguiente incremento de las aportaciones del Estado, lo que aún hoy en día constituye un freno hacia
el objetivo de la libre concurrencia en este modo de transportes que puede seguir perdiendo, además,
niveles de empleo dentro de la Unión, si bien también se pronuncian tesis muy diferentes, en el sentido
de entender que la revitalización del ferrocarril no puede basarse sino en un marco auténticamente
liberalizado.

Es por ello que desde la promulgación del Tratado de Roma (1957), hasta 1991, se vinieron
dictando numerosas normas relativas al transporte ferroviario, en un intento de organizar o armonizar el
mercado, como fase previa a la implantación de una cierta liberalización del mismo.  Las principales
normas vinieron constituidas por 1) Reglamento 11/1960; eliminación de discriminaciones en materia de
precios y condiciones del transporte, y de las llamadas tarifas generales. 2) Reglamento 1017/1969;
prohibición pactos entre empresas que afecten al comercio entre Estados y de explotaciones abusivas de
posiciones dominantes. 3) Reglamento 1192/1969; obligaciones inherentes a la noción de servicio
público. 4) Reglamento 1107/1970; prohibición de subvenciones o ayudas salvo en los supuestos tasados
que se explicitan. 5) Reglamento 1893/1991; supresión de obligaciones inherentes a la noción de servicio
público y su sustitución por contratos particulares Gobierno-Empresas, y supresión de las ayudas
generales indiscriminadas.

Durante esta fase, también se dictaron normas, hoy desfasadas, sobre contabilidad de las
empresas ferroviarias, en un atisbo de intento de posibilitar el cálculo de los costes referidos a la
infraestructura y a la explotación, separadamente, sobre compatibilidad entre las cuentas anuales y la
contabilidad de estas empresas, dentro de una tendencia progresiva de limitación de las ayudas y de
establecimiento de tarifas que cubriesen los costes de explotación (salvo las excepciones tradicionales de
los servicios de cercanías y regionales).  Pero no puede afirmarse que este conjunto normativo
constituyese la implantación de una auténtica política común, cuyo desbloqueo vino originado por la
conocida sentencia del Tribunal de Justicia UE, de 22 de mayo de 1985, por la que se resolvió, conde-
nando al Consejo, el recurso de carencia o por inactividad interpuesto por el Parlamento Europeo.

Pero como a lo largo de esta colaboración se expone, y sin que ello suponga la realización de
valoración alguna, aún hoy en día no puede afirmarse que se haya llegado a unos niveles respecto de la
libre prestación de servicios en este sector, que supongan tal, sin perjuicio del establecimiento de las
especialidades que procedan, conforme a lo así previsto en los artículos 61.1 y 75 del repetido Tratado
de Roma.

Es más, debe también resaltarse que este principio de la libre prestación de servicios, que en
este sector se encardina en el término "libre acceso a la infraestructura ferroviaria", incluso con referencia
a los niveles máximos a los que se ha llegado, ha tenido, por lo que se refiere al ferrocarril, un procesó
más tardío en su cumplimentación que para aquellos sectores del transporte (marítimo y aéreo) en los que
la implantación de reglas comunes no constituye mandato constitucional (art. 84 TR), siendo, por otra



3

parte, los avances en este orden de cuestiones más limitados que para tales modos de transportes, que
están totalmente liberalizados desde bastante tiempo atrás.

Es en todo este complejo contexto que, en relación con la puesta en marcha del Mercado
único, el 29 de julio de 1991, se produce, con la aprobación de la Directiva 440, el auténtico avance del
transporte ferroviario en lo que concierne a la liberalización del sector, y, lo que estimo es de orden previo
y de mayor importancia, en torno a la adopción de los criterios a seguir para la solución, aunque sea a
largo plazo, de los problemas crónicos que han afectado a las empresas ferroviarias; esta política, según
el contenido de dicha Directiva sobre el desarrollo de los ferrocarriles comunitarios, se inspira, como es
bien conocido, en los siguientes principios: a) autonomía financiera y de gestión de la empresa ferroviaria;
saneamiento financiero. b) separación (gestión y contabilidad) entre la explotación de los servicios de
transportes y la administración de la infraestructura, y c) libre acceso a la infraestructura ferroviaria,
respetando que los cánones por su utilización no sean discriminatorios, pero limitando este derecho a las
denominadas "agrupaciones internacionales", o bien por razón de explotación de servicios combinados
internacionales de mercancías en el supuesto de las "empresas excluidas" del ámbito de aplicación de la
norma.

Podría pues entenderse, que mas que de una liberalización propiamente dicha (ya que el acceso
a la infraestructura ferroviaria queda sumamente limitado, y la norma no contiene un calendario en que,
por etapas, se llegue a la culminación de este principio), se trata además de la introducción de los
enunciados criterios que faciliten la mejora económico-financiera de las empresas operadoras, de que las
situaciones monopolísticas de éstas en los distintos Estados miembros, no dificulten de hecho los
principios constitucionales de libre circulación de personas y de mercancías, así como de preparar una
mínima flexibilidad en los servicios ferroviarios que se coordine con los programas relativos a la red
ferroviaria transeuropea y a la potenciación del transporte combinado, que si bien fueron claramente
impulsados por el Tratado de Maastricht (contemplación de una política de transportes no sólo en el
sector, servicios o de la explotación, que es la diseñada en el Tratado de Roma, sino que también con
referencia a las infraestructuras), finalmente no han progresado con la celeridad en principio planificada
por problemas de financiación.

Ahora bien, esta realidad sobre la política común en el ámbito ferroviario, no puede, a mi juicio,
ser valorada por comparación con el resto de los modos, en los que impera el principio de libre
prestación de servicios, por cuanto que, además de que la liberalización no constituye un fin en sí mismo,
no pueden desconocerse los distintos factores que en el orden económico y social inciden en el ferrocarril,
que justifican una adecuación más lenta, progresiva, hacia la culminación de tales principios, pudiendo ser
preciso y acertado, pues, que previamente las actuales operadoras del sector, en su mayoría de naturaleza
pública, alcancen mayores cotas de saneamiento financiero.

Es por todo ello que la Directiva 440/91 constituye el más importante avance en torno a esta
política de transportes, si bien su contenido, por sí solo, no es, evidentemente, suficiente en la resolución
o mejora de los problemas existentes, ya que además de la introducción de los elementos de gestión que
se explicitan en dicha norma, es necesaria la potenciación de una política de inversiones en la
infraestructura, con 1a finalidad  de dotar a las empresas operadoras de una mayor capacidad de
competir y, en definitiva, de poder mejorar sus resultados económicos.
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Saneamiento financiero e inversiones en infraestructura, son, púes, dos conceptos
intrínsecamente unidos, lo que nos conduce a que en este modo de transporte la política común deba de
centrarse no sólo en el ámbito del ferrocarril en cuanto a los servicios (política seguida para el transporte
terrestre desde el T. Roma hasta el T. Maastricht), sino poniendo el acento en lo concerniente a las
infraestructuras (política iniciada desde el T. Maastricht).

La Directiva 440/91 tardó en ser desarrollada o completada en su contenido, ya que ello no
tuvo lugar sino hasta el 19 de junio de 1995, con las Directivas núms. 18, sobre concesión de licencias
a las empresas ferroviarias, y, 19, sobre adjudicación de las capacidades de la infraestructura ferroviaria
y la fijación de los correspondientes cánones de utilización, que constituyen un conjunto normativo claro,
si bien no exento de problemas prácticos de aplicación.

A mi juicio, si bien las Directivas 440/91, 18/95 y 19/95, constituyen, como se ha expuesto, un
importante avance dentro del proceso de establecimiento de la política común de transporte ferroviario,
así como en orden a la potenciación y mejora del mismo, deberían haber introducido nuevos elementos
junto con los relativos a los de administración de infraestructura y explotación de servicios, referidos a
los nuevos negocios cuya viabilidad es hoy consustancial, en una economía global e interrelacionada entre
sectores, a toda empresa de gran volumen, así como en relación a la administración y gestión de los
elementos patrimoniales de las empresas operadoras, que constituyen también importantes fuentes de
financiación.  Junto a ello, se estima que también hubiera sido positiva la actualización de los Reglamentos
enunciados más atrás, en las materias de régimen de subvenciones y ayudas, desarrollándose el contenido
y demás requisitos mínimos de los contratos Gobierno-Empresas ferroviarias, así como de tarifas, a
efectos de una mayor rigurosidad en lo que concierne a la obligatoriedad de que cubran los costes de
explotación y, en los supuestos excepcionados de esta regla (servicios regionales y de cercanías), que las
aportaciones estatales en relación con las tarifas sociales, no sobrepasen lo justamente necesario,
procurándose con ello, dentro de la política común general de transportes de carácter globalizada y
condicionada entre los distintos modos, iniciada en el Tratado de Maastricht, los mayores niveles de
competencia leal entre los mismos y, en especial, por lo que a la materia que nos ocupa se refiere, entre
el transporte ferroviario y por carretera.

En la misma fecha de 19 de junio de 1995, el Consejo dictó la Resolución sobre "El desarrollo
del transporte ferroviario y del transporte combinado", que supuso un auténtico programa de futuro en
lo concerniente al proceso de implantación de la política ferroviaria comunitaria, que es contemplada en
su coordinación con el resto de los modos; así, los acuerdos del Consejo que esta Resolución contiene,
en síntesis, son los siguientes:

1. Que la política ferroviaria de la Comunidad no puede disociarse de su política global de     
transportes, que debe de abordarse de forma internacional.

2. Que esta política común ferroviaria se ha de basar en los cuatro pilares siguientes, que        
califica de esenciales y complementarios:
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- La organización del mercado del transporte ferroviario.
- Las infraestructuras de la red transeuropea de transporte.
- La interoperabilidad de la red europea de trenes, en particular de alta velocidad.
- El mercado industrial mediante la apertura de contratos en el sector de los 

   transportes.

3. Que estimando necesario progresar en la política ferroviaria común definida por la Directiva
91/449, teniendo en cuenta la situación geográfica de los Estados miembros, se afirman los
siguientes principios, respetando el principio de libre elección del usuario:

- Lograr que el transporte ferroviario y el transporte combinado sean eficaces y 
  competitivos en relación con los demás medios de transporte.

- Crear las condiciones adecuadas para que pueda desarrollarse el espacio que 
  ocupan el transporte ferroviario y el transporte combinado en el sistema de 

   transporte de la Comunidad.

- Conseguir que el ferrocarril, en particular en distancias cortas, participe de 
   forma óptima en el desarrollo del transporte combinado, en colaboración con los 
   agentes económicos del transporte por carretera.

4. Privilegiar el desarrollo del ferrocarril en los sectores más pertinentes, que son:

- Transporte de flete en distancias medias y largas.

- Desplazamientos internos en los grandes centros de población, así como 
  desplazamientos ínter e intrarregionales.

- Desplazamientos entre ciudades

- Gran velocidad ferroviaria para los intercambios entre las grandes    
aglomeraciones europeas.

Para la consecución de todos estos objetivos, el Consejo propone que los Estados miembros
favorezcan la concertación entre los diferentes agentes económicos del transporte combinado, instando
a la Comisión a que, en el marco de la Directiva 91/440, presente las pertinentes propuestas relativas a:

- La aplicación de los principios comunes en materia de tarificación de las 
     infraestructuras ferroviarias.

- La evaluación de los acuerdos previos celebrados con los agentes económicos al 
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 objeto de facilitar la financiación  de los tramos de la red transeuropea que  precisan 
                      inversiones elevadas.

- La creación de agrupaciones establecidas por la Directiva 91/440, para favorecer 
 la integración de la red ferroviaria transeuropea, y en cumplimiento de las  

 disposiciones del Tratado relativas a la competencia y del Reglamento 1.017/68,  
 de 19 de julio, por el que se aplican las normas de la competencia a los sectores  
 de los transportes por ferrocarril, por carretera y por vía navegable.

Por lo que respecta a la situación de la normativa interna española, respecto de este entorno de
ordenación comunitario, durante los años de 1996 a 1998 hubo de desarrollarse una considerable labor
de adecuación, ya que incluso el art. 10 de la Directiva 440/91 (libre acceso a la infraestructura
ferroviaria), se encontraba en 1996 sin incorporar, lo que evidentemente constituía un obstáculo relevante
a efectos de progresar en nuestra ordenación a la par que la UE, así como de poder defender ante la
Comisión las tesis más convenientes para  nuestro sector a nivel interno. Así, por el artículo 104 de la Ley
66/97, de 30 de diciembre, se incorpora a nuestro derecho interno el precitado artículo 10 de la Directiva
440/91, en tanto que las Directivas 95/18 y 95/19 se trasponen a través del Real Decreto 2111/98, de
2 de octubre, por el que se regula el acceso a las infraestructuras ferroviarias.  En este proceso de
adecuación a la normativa de la UE, también merece especial relevancia el Real Decreto 2225/98, de 16
de octubre, por el que, de acuerdo con la Directiva 96/49, de 23 de julio, se extiende la aplicación de
las normas del RID al transporte interno (Reglamento de Transporte Internacional de Mercancías
Peligrosas por Ferrocarril).

Pero siguiendo la línea a la que más atrás se ha hecho mérito, en estos últimos años se ha venido
siguiendo, a la par que la cumplimentación de este importante marco normativo, una política de
potenciación en el ámbito de las infraestructuras, con la planificación o diseño de ejes de velocidad alta
y ejecución de otros programas en curso, destacando la creación del Ente Gestor de Infraestructura
Ferroviaria (GIF), como un elemento de presente y de futuro en el orden de la construcción de tales
infraestructuras (arts. 160 y 161 de la ley 13/96, de 30 de diciembre, por la que se crea el GIF, cuyo
Estatuto fue aprobado por el Real Decreto 613/97, de 25 de abril), así como Para la adecuación a las
Directrices presentes y futuras emanadas de la UE.

No cabe duda de que, si bien todavía quedan importantes actuaciones en el orden normativo,
principalmente en torno a la fijación del canon, así como a la flexibilización de ciertos principios de la Ley
de Ordenación de los Transportes Terrestres de 1987, referidos, fundamentalmente, a la mayor
independencia de gestión de los operadores, así como a la dinaminación de iniciativas de capital privado
respecto de la infraestructura, puede afirmarse que España se encuentra en la actualidad enmarcada
dentro de las directrices comunitarias, debiéndose también resaltar las notables mejoras de gestión 
habidas en los últimos años tanto en Renfe, como en Feve, lo que se trasluce por el resultado de sus
cuentas de explotación, incremento de los volúmenes de transporte (muy significativo con referencia al
transporte de viajeros y al transporte combinado), así como en la propia calidad de los servicios que
prestan.
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Y dentro de este proceso de adecuación a las Directivas comunitarias, esto es, a la
cumplimentación progresiva de los objetivos de saneamiento financiero y libre acceso a la infraestructura
ferroviaria, en el marco de separación entre la administración de la infraestructura y la explotación de los
tráficos o servicios, encuentra especial relieve el próximo Contrato-Programa Estado-Renfe, que habrá
de regir durante el período 1999-2003.  A mi juicio, el modelo de integración en este entorno, podría
enlazar a través de distintas fases, a culminar en función del desarrollo de los parámetros que son de
aplicación, dentro de una concepción moderada, pero progresista, de la política ferroviaria a seguir, en
un marco jurídico no sólo lo suficientemente flexible a estos efectos, sino que también para que permita
la incorporación sucesiva de aquellos avances o modificaciones que emanen de la UE.  Ahora bien, entre
los objetivos de dicho Contrato-Programa, no sólo habrá de contemplarse con énfasis el relativo a la
disminución de las aportaciones del Estado, sino que también los de profundizar en el principio de
separación entre la administración de los servicios y la infraestructura, teniendo en consideración especial
el elemento de la administración y gestión patrimonial, procurando las mayores cotas posibles de
competencia leal entre modos, así como en una organización de las distintas unidades de negocios que
potencie estos principios, y todo ello teniendo muy en consideración los factores de orden laboral y social,
que tanto preocupan en el seno de la Comisión Europea.

Por último, y en relación a la continuación de la política común en este sector, desde la
promulgación de las Directivas de 19 de junio de 1995, significar que si bien las propuestas han sido
bastante numerosas, no así los avances normativos, ya que la posición mayoritaria de los Estados
miembros es conservadora o moderada, en el sentido de entender que, admitiendo debe progresarse en
la liberalización del sector, ello ha de hacerse con suma cautela, por cuanto que, en caso contrario, el
objetivo del saneamiento financiero de las empresas operadoras podría devenir imposible, e incluso
agravarse la situación, dentro de un entorno de libre prestación de servicios. Es por esta razón que el
diseño de la política ferroviaria relativa a los "freeways”, no ha tenido el avance deseado en los últimos
tres años por la Comisión, ya que la realización efectiva de este positivo proyecto precisa de profundas
modificaciones del marco normativo actual, principalmente de la Directiva 440/91.  Entre estas
propuestas, en torno a la política común de transporte ferroviario, merecen destacarse las siguientes:

a) Propuesta de Directiva del Consejo por la que se modifica la Directiva  91/440/CEE sobre
el desarrollo de los ferrocarriles comunitarios, que tiene los   siguientes objetivos:

. Separación de cuentas, entendida como la obligatoriedad de separar las 
  cuentas de pérdidas y ganancias y el balance entre el administrador de 
   infraestructuras y la empresa de servicios ferroviarios.

. Idéntica separación para las actividades de mercancías.

. Separación entre el administrador de infraestructura y la empresa de 
  servicios.  La última propuesta contempla un período a delimitar, durante 
 el cual las llamadas funciones fundamentales (acceso, tarificación,   

 seguridad y licencias), puedan ser realizadas por una empresa ferroviaria    inte-
grada financieramente pero gestionada de forma separada (holding).

Existe, en líneas generales, consenso sobre esta propuesta, salvo por parte de Francia, Bélgica
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y Luxemburgo, que mantienen posiciones distintas respecto de la obligatoriedad de la separación.

b) Propuesta de Directiva del Consejo por la que se modifica la Directiva 95/18/CE del
Consejo, sobre concesión de licencias a las empresas ferroviarias, por la que se pretende ampliar
el campo de concesión de licencias a toda empresa ferroviaria que esté ubicada en cualquier Estado
miembro, permitiendo a los Estados miembros que así lo deseen, el excluir a los ferrocarriles regionales
y suburbanos, y que, indudablemente, de llegar a ser aprobada, constituiría un importante avance en la
política común del transporte ferroviario.

También existe consenso sobre la propuesta, salvo por parte de Francia (Estado más reticente a implantar
mayores cotas de liberalización) y Bélgica, que mantienen que el ámbito de aplicación debe ser el mismo
que el de la Directiva 91/440.

c) Directiva 95/19/CE del Consejo, sobre la adjudicación de las capacidades de la 
infraestructura ferroviaria, aplicación de cánones por su utilización y certificación de

seguridad.

Esta propuesta tiene, como puntos más significativos, los siguientes:

. Ámbito de aplicación: Incluiría a todas las empresas ferroviarias, salvo las que 
  operen aisladamente, y los ferrocarriles regionales de viajeros.

. Principios de tarificación: Habida cuenta la necesidad de establecer un precio al 
 uso de la infraestructura, la propuesta de la Comisión concreta este principio en 
 el coste marginal, con lo cual se incluirían los costes asociados al servicio del 

 transporte, quedando excluidos los costes de capital.

. Candidato autorizado: Constituye una nueva figura, que ha sido creada por la    
  Comisión, para potenciar el mercado ferroviario, que podría acceder a la red, 
  sin  necesidad de ser empresa ferroviaria como tal.

Las posturas de los distintos Estados sobre esta propuesta son muy heterogéneas, e incluso
dispares, pareciendo complicado llegar a una posición común.

También debe resaltarse, por lo que respecta a la planificación de esta política común, el "Libro
blanco sobre una estrategia para la revitalización de los ferrocarriles comunitarios", que gira en torno al
estudio del declive de los ferrocarriles, proponiéndose distintas líneas de actuación, que se coordinan en
una mayor liberalización del ferrocarril, en la apertura de corredores ferroviarios y en el incremento de
la colaboración entre empresas del sector, fundamentalmente, abriéndose así de forma clara la
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consideración por la Comisión de que para resolver los problemas que afectan al ferrocarril, la vía no es
sino la introducción de mayores cotas de liberalización, extremo sobre el que, en definitiva, giran hoy las
distintas posiciones en torno a la política ferroviaria a seguir.

Ahora bien, con independencia de toda la larga serie de cuestiones a las que se ha hecho
mérito, que han de incidir en el futuro de los ferrocarriles de los Estados de la UE, no puede omitirse que
en este círculo debe adquirir un especial protagonismo el hecho de que, en el momento actual, no pueden
contemplarse los distintos sectores aisladamente de todos aquellos que, en definitiva, componen el orbe
económico general, y que están íntimamente relacionados entre sí.  Así, puede resaltarse que en la
revitalización de los ferrocarriles no ha de ser ajena la profundización de mayores niveles posibles de
autonomía financiera y de gestión de las empresas operadoras, que tienen ante si un inmenso cauce de
aprovechamiento de negocios y de sinergias, en una política de gestión que no esté aislada de esos otros
sectores económicos, con los que puede aprovechar acuerdos de alianza de todo orden, e incluso de
optimización de recursos y de elevación de la propia dimensión de empresa, factor éste que, por razón
de la elevación continua de ciertos costes en un ámbito no inflacionista de práctica congelación tarifaría,
si es primordial para todos los sectores en general, y distintos modos de transportes en especial, todavía
más para el del transporte ferroviario, habida cuenta las particularidades que presenta su estructura
económica y presupuestaria.


